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PROCESO:   Ejecutivo  

DEMANDANTE:  SEGURIDAD EL PROGRESO LTDA 

DEMANDADOS:  INVERSIONES FAJARDO RICAURTE S.A.S. y otro 

    

            Efectuado el estudio pertinente a la demanda presentada con miras a librar 

la orden de pago solicitada, encuentra el Despacho que, como base de recaudo se 

aportaron facturas de venta; de las cuales, no se puede verificar que tengan 

constancia de recibido (física, ni electrónica).  

 

            De entrada, resulta pertinente recordar que las obligaciones ejecutables 

deben cumplir con unas condiciones tanto formales como de fondo, referidas las 

primeras a que se trate de un documento o documentos que conformen una unidad 

jurídica y que, entre otras, emanen del deudor o de su causante y constituyan 

plena prueba contra él y, las segundas, a que de ese documento (s) emane una 

obligación clara, expresa y exigible a cargo del demandado –Art. 422 C.G.P-. 

 

              Ha de tenerse en cuenta, además, que una de las características 

principales de los procesos ejecutivos es la certeza y determinación del derecho 

sustancial pretendido en la demanda, sea cual fuere la subespecie de ejecución de 

que se trate y esa certidumbre prima facie la otorga de modo objetivo el documento 

simple o complejo, que se debe anexar a la demanda; por lo cual, la esencia de 

cualquier proceso de ejecución la constituye la existencia de un título ejecutivo. 

 

                Los títulos-valores son definidos en la ley comercial como documentos 

necesarios para legitimar el derecho literal y autónomo que en ellos se incorporan, 

 



los cuales sólo producirán efectos en la medida que reúnan las exigencias tanto 

generales como especiales que la normatividad mercantil señale para el efecto. 

 

            Del mismo modo, permiten a su tenedor legítimo, es decir, a quien posea 

el instrumento conforme a la ley de circulación, la posibilidad de acudir a la 

jurisdicción para demandar la ejecución de los derechos en él incorporados. 

 

               Ahora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 1231 

de 2008, la factura es un título valor que el vendedor o el prestador de un servicio, 

libra o entrega al comprador o beneficiario de la labor contratada, de ahí que, no 

sea posible que aquella se emita cuando no se verifique la entrega real y material 

de las mercaderías aducidas o que, efectivamente, se haya suministrado el servicio, 

en virtud de un contrato verbal o escrito. 

 

            Asimismo, el artículo 774 del Código de Comercio modificado por el artículo 

3º de la citada ley, establece que no tendrá el carácter de título valor la factura que 

no cumpla con la totalidad de los requisitos legales señalados en dicho canon, lo 

cual, aclara, no afectará la validez del negocio jurídico que dio origen a la misma. 

 

              Así que al hacer referencia a la figura de la aceptación de la factura, el 

artículo 2° de la Ley 1231 de 2008, en lo pertinente señala: 

 

“Aceptación de la factura. (…) El comprador o beneficiario del servicio deberá aceptar de 

manera expresa el contenido de la factura, por escrito colocado en el cuerpo de la misma o 

en documento separado, físico o electrónico. Igualmente, deberá constar el recibo de la 

mercancía o del servicio por parte del comprador del bien o beneficiario del servicio, en la 

factura y/o en la guía de transporte, según el caso, indicando el nombre, identificación o la 

firma de quien recibe, y la fecha de recibo. […]  

La factura se considera irrevocablemente aceptada por el comprador o beneficiario del 

servicio, si no reclamare en contra de su contenido, bien sea mediante devolución de la 

misma y de los documentos de despacho, según el caso, o bien mediante reclamo escrito 

dirigido al emisor o tenedor del título, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su 

recepción. En el evento en que el comprador o beneficiario del servicio no manifieste 

expresamente la aceptación o rechazo de la factura, y el vendedor o emisor pretenda 

endosarla, deberá dejar constancia de ese hecho en el título, la cual se entenderá efectuada 

bajo la gravedad de juramento.” [Modificado por el artículo 86 de la Ley 1676 de 2013]. 

[Subrayas fuera del texto]. 

 



     A su turno el Decreto 3327 de 2009, que reglamentó la Ley 1231 de 2008, en 

lo que se refiere a la aceptación de las facturas, es claro en indicar en su artículo 

4°, entre otras, lo siguiente: (i) que para efectos de la aceptación de la factura a que 

hace referencia la Ley 1231 de 2008, el emisor vendedor del bien o prestador del 

servicio, presentará al comprador el original de la factura para que este la firme 

como constancia de la recepción de los bienes comprados o servicios adquiridos, y 

de su aceptación al contenido de la factura, y la devuelva de forma inmediata al 

vendedor; (ii) que la constancia sobre el recibo de las mercancías o servicios podrá 

realizarse por parte del comprador o por quien haya recibido las mercancías o 

servicios en las dependencias del comprador; y, (iii) que sin que haya operado 

alguno de los eventos ya señalados, se entenderá que la factura ha sido aceptada 

de forma tácita e irrevocable, en los términos del inciso 3° del artículo 2° de la Ley 

1231 de 2008. 

 

                 Ahora, de la revisión efectuada a las facturas descritas en la parte 

introductoria de la providencia, se verifica que adolecen de la constancia de 

recibido de que trata num. 2° del art. 3º de la Ley 1231 de 2008, pues, no obra 

constancia de recibo de la factura, por parte del beneficiario del servicio. En 

consecuencia, el despacho no puede considerar que la factura se aceptó 

exprsamente (pues no cuenta con rúbrica de aceptación), ni tácitamente, pues no 

tiene constancia de recibido lo que impide la aplicación de la aceptación tácita, y 

el cómputo de los 3 días respectivos para su operancia.  

 

Así las cosas, es imposible colegir que las obligaciones contenidas en las 

facturas sean exigibles al extremo ejecutado, o que provengan de éste, 

contrariándose así lo dispuesto en el artículo 422 del C.G.P. 

 

                Las anteriores falencias resultan suficientes para denegar la orden de 

pago emitida en el Sub-lite, por no cumplir con todos los requisitos legales que el 

documento como título valor, debe contener para ser tenido como tal, conforme a 

lo discurrido dentro del presente proveído. 

 

En consecuencia, el Juzgado,  

 

RESUELVE 

 



PRIMERO- Negar el mandamiento de pago solicitado por SEGURIDAD EL 

PROGRESO LTDA contra INVERSIONES FAJARDO RICAURTE S.A.S y LUIS 

AUGUSTO FAJARDO VILLARRAGA. 

 

SEGUNDO- Entiéndase devuelta la demanda, por haber sido presentada 

virtualmente. 

 
NOTIFIQUESE 

 

 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO 

Juez 
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